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Justificación del trabajo 
 La situación de crisis económica vivida en España ha dejado un gran mercado 
inmobiliario quebrado, causado por el crecimiento de las ejecuciones hipotecarias las 
cuales acaban en su mayoría en desahucio1. Este trabajo centrará la atención en la 
última fase de este procedimiento, la evolución de los desahucios en España. Además se 
detallará cómo los entes públicos nacionales y ejecutores de estas sentencias de 
desahucio han respondido ante la situación inmobiliaria y social generada, poniendo 
especial atención en las perspectivas o nuevos enfoques con los que vislumbrar el 
presente y el futuro de estos funcionarios ante las sanciones que reciben ante su 
respuesta a los desahucios.  
Introducción 
A lo largo de este trabajo trataré de indagar y responder las distintas cuestiones 
de naturaleza jurídico-constitucional acerca de la objeción de conciencia como 
justificación de la negativa por parte de los oficiales de órganos ejecutores a ejecutar 
sentencias de desahucio. A la vista está que es un tema controvertido por su irrupción en 
el panorama nacional, desbordando el ámbito de la estricta libertad religiosa y de 
creencias, en el que descansaba el concepto original de objeción de conciencia. 
Comenzando con el servicio militar obligatorio, único regulado en nuestro 
ordenamiento jurídico, hasta la práctica del aborto o de la eutanasia, el legislador se ha 
visto obligado a ir encuadrando todas estas modalidades, pudiendo llegar a hablar de 
una “secularización” de este concepto. De hecho, puede decirse que nos encontramos 
ante un auténtico “Big Bang Jurídico”2  de la objeción de conciencia causado por los 
medios de comunicación, las redes sociales así como la necesidad de una gran mayoría 
de buscar “otra salida” a las soluciones injustas a las que llegan los jueces en sus 
sentencias de desahucio. Como bien indica la CE en su artículo 47 el derecho a la 
vivienda digna es un requisito indispensable para el ciudadano español además de que 
también trasciende otras legislaciones europeas. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1  CANO GALA, ETXEZARRETA Aitziber: “La crisis de los desahucios en España: respuestas 
institucionales y ciudadanas”. Revista de economía crítica nº 17, primer semestre 2014. ISNN 2013--
5254.  
2 NAVARRO-VALLS Rafael y MARTÍNEZ-TORRÓN Javier: Conflictos entre conciencia y ley: las 
objeciones de conciencia. 2º ed. rev. y amp. Madrid: Iustel, 2012. p.30. 
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1. Naturaleza y justificación. Una aproximación a la objeción de conciencia:  
1.1 Concepto  
 Para poder hacer una primera aproximación, debemos atender a las distintas 
nociones que del concepto se tienen porque no es precisamente fácil, debido a la 
constante evolución y aplicación de este concepto.  
 Desde un punto de vista más estricto, la objeción de conciencia jurídicamente 
reconocida es aquella en la que ante la imposición por parte del Derecho de un deber –
establecido por un presupuesto legal, genérico- el sujeto, individualmente considerado, 
invoca una exención por razones morales proporcionadas por la lealtad a sus 
convicciones interiores; estando también ésta decisión aceptada jurídicamente.. Este 
carácter excepcional está asimilado al servicio militar, minorías religiosas y similares, 
únicas reconocidas en el art. 16 Y 30.2 de nuestra Constitución como concreción de los 
derechos de libertad religiosa e ideológica. De lo contrario, sin ese carácter de 
excepcional, en palabras de RUIZ MIGUEL; “la objeción dejaría de ser una excepción 
hasta transformarse en hecho realizable mediante su mera alegación”3. Por tanto, desde 
el punto de un planteamiento donde se tiene más en cuenta el conflicto de intereses, 
resulta necesaria la salvaguarda de ámbitos individuales de autonomía que constituyen 
elementos necesarios del pluralismo democrático, donde cualquier incumplimiento o 
insumisión al derecho debe ser justificada necesariamente.  
 Desde un punto de vista más amplio, podemos considerar la objeción de 
conciencia como aquella insumisión a las normas de Derecho en un sistema 
democrático por motivos morales, pero guardando una lealtad a estas normas, es decir, 
no se opone a las mismas, renuncia a la violencia como medio para imponer sus 
pretensiones. Esta acepción amplia, puede encontrarse en autores como THOREAU4 O 
SINGER5. Dentro de esta línea aclaramos que la objeción puede producirse cuando el 
conflicto se produce entre un deber jurídico y un derecho moral. En este último caso lo 
que se impugna es la competencia del Estado para mandar o prohibir algo6. Un claro 
ejemplo de este supuesto es la polémica ley del aborto.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 RUIZ MIGUEL, Alfonso: “La objeción a deberes cívicos”. Revista española de derecho constitucional, 
ISSN 0211-5743 nº 15 nº 47, Año 1996. págs. 101-124. 
4 H.D THOREAU: “Civil desobedience” en H.A BEDAU, Civil Desobedience. Trad. de M. Eugenia Díaz 
en “Desobediencia civil y otros escritos”, Madrid, Tecnos, 1987. pags 29 y ss.  
5 P. SINGER: “Democracia y Desobediencia, trad. de M. Guastavino, Barcelona, Ariel, 1996, pag 97.  
6 GASCÓN ABELLÁN, Marina: “Obediencia al Derecho y objeción de conciencia”, Centro de estudios 
constitucionales, Madrid, 1990. pág 85.   
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1.2 Delimitación y diferencia con otras formas de desobediencia al Derecho: 
 1.2.1 Delimitación conceptual: 
 Debido a que la mayor parte de los conceptos que se utilizan en el ámbito de la 
filosofía, la ética o el Derecho adolecen de una vaguedad o indeterminación semántica, 
en este apartado nos encargaremos de aclarar y resumir, a través de la exposición de 
PASSERIN D’ENTREVES7, los distintos significados que se hacen de expresiones 
como “desobediencia civil”, “objeción de conciencia” y otras análogas. Esta 
clasificación establece, a través de un criterio de resistencia creciente, las formas en las 
que el destinatario de las normas se enfrenta a las mismas:  
a) Obediencia consciente: supone la armonía entre el deber jurídico y la 
obligación política, aquí el individuo obedece sin vacilación y por convicción 
moral.  
b)  Obediencia formal: consistente en el hábito o costumbre de cumplir los 
preceptos jurídicos. 
c) Evasión oculta: se obedece a la ley sólo por el temor a la sanción y 
únicamente en la medida en que se tema la certeza de dicha sanción. 
d) Obediencia pasiva: es una desobediencia al Derecho basada en motivos 
morales, pero acompañada de una resignada aceptación de la sanción.  
e)  Objeción de conciencia: es un rechazo a la ley y una aceptación del castigo 
pero con carácter público y manifiesto. 
f) Desobediencia civil: es de carácter colectivo y planificado, su pretensión es 
mejorar el orden constituido. 
g)  Resistencia pasiva: presenta una finalidad más radical y pretende alcanzar 
metas más ambiciosas. 
h)  Resistencia activa: aquí el uso de la violencia es el medio para alcanzar los 
objetivos políticos propuestos.  
 
Como punto de partida y a efectos de delimitación del concepto, podemos prescindir 
de las tres primeras. Por lo que se refiere a los tres últimos existe una cierta 
semejanza; porque siendo éstas infracciones jurídicas pacíficas que niegan la justicia 
o moralidad de una norma de Derecho o una determinada línea de actuación política, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
7 D’ENTREVES, A. Passerin: “Legitimidad y resistencia” trad. de M. Atienza, SISTEMA, 13 abril de 
1976 págs. 27 y ss.   
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no pretenden atentar contra el sistema jurídico, por tanto, consideran válido la 
aceptación del castigo.  
Finalmente, las dos últimas tienen el propósito de incitar al derrocamiento del 
sistema, negando la legitimidad del poder en su conjunto8. 
Autores como GARZÓN VALDÉS y de MALEM añaden otros nuevos actos ilegales: 
- La desobediencia revolucionaria y la actitud anarquista. La disidencia extrema y el 
reformador moral: 
Caracterizados porque su lucha se centra en el cambio profundo del sistema 
constitucional.  
- La desobediencia criminal y la objeción de conciencia: 
Constituyen el polo opuesto porque no persiguen un cambio en la legislación, 
renuncian al uso de la violencia como medio de imponer sus propias convicciones.  
- La desobediencia civil: 
Que pretende un cambio en la política tanto gubernamental como legislativo 
siempre de carácter público o de ejercicio colectivo, pero fiel al sistema 
constitucional9.  
Como bien se puede apreciar, el término “desobediencia” abarca un gran abanico de 
acepciones según la relevancia que se concede a cada una de sus manifestaciones, todas 
ellas muy controvertidas y únicamente expuestas en este trabajo a título informativo. 
Sin ánimo de exhaustividad, únicamente pasaremos a diferenciar la más controvertida.   
 
 1.2.2 Diferencia entre objeción de conciencia y desobediencia civil:  
	  
 Por un lado, mientras que la desobediencia civil implica la insumisión a una ley 
por motivos políticos con la finalidad de impulsar un cambio en ese poder a través de un 
cambio en la legislación utilizando para ello métodos no violentos como regla general, 
por otro lado, en la objeción de conciencia el incumplimiento se hace respecto de un 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
8 GASCÓN ABELLÁN, Marina: “Obediencia al Derecho y objeción de conciencia”, Centro de estudios 
constitucionales, Madrid, 1990. pág 35-40. 
9 GASCÓN ABELLÁN, M.: Op. cit. págs 35-40.   
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deber jurídico y por motivos de conciencia, únicamente pretende la defensa de su moral 
individual por lo que aquí la nota característica de la primera, que es el cambio político, 
no se da. La pretensión de un objetor es que su comportamiento antijurídico e individual 
no sea castigado con una sanción.  
 Pese a todos estos intentos por distinguir entre ambos conceptos basándose en la 
existencia de motivaciones subjetivas, la aplicación o no de sanciones, así como el 
carácter colectivo o individual del comportamiento, es cierto que ambas figuras se 
difuminan y la realidad las desborda puesto que muchas veces nos encontraremos con 
comportamientos formalmente ilegales, sostenidos por grandes masas y encaminados al 
cambio de legislación como pueden ser los movimientos antidesahucio, de defensa de la 
vida, etc.10 
 Una vez más, la constante evolución de esta figura junto con la jurisprudencia que 
más adelante veremos, han causado desde siempre que determinados comportamientos 
que en principio eran contrarios a la ley, hayan pasado a ser aceptados por el legislador 
como legítimos tras una verdadera oposición. A este procedimiento se le ha denominado 
objeción de conciencia secundum legem. Por el contario, en la objeción contra legem 
están integrados todos los comportamientos todavía delictivos o al menos que todavía 
no han sido encauzadas adecuadamente por el legislador.   
 Junto a estas, todavía cabria situar una derivación de la objeción, que sería la 
opción de conciencia: es la posibilidad que posee el ciudadano de cumplir, a través de 
varias vías, un mismo deber cívico haciendo equivalentes las distintas formas que tiene 
de realizar esa prestación sin exigir requisitos especiales. Este es el caso, por ejemplo, 
de las leyes que permiten escoger entre la posibilidad de juramento o de promesa en la 
toma de posesión de cargos públicos11.   
 1.3 Elementos 
 En cualquier caso, alejándonos de interpretaciones semánticas del concepto, es 
cierto que existe consenso de que, desde un punto de vista jurídico la objeción de 
conciencia, para ser real, precisa de la concurrencia de, al menos, tres elementos12: 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
10 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Conflictos entre conciencia y ley: las objeciones de 
conciencia. 2º ed. rev. y amp. Madrid: Iustel, 2012. p 35. 
11 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Op. Cit. pag 36.  
12 OLIVA BLÁZQUEZ, F.: “La objeción de conciencia, ¿Un derecho constitucional?. Artículo del 
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a) Existencia de una actitud ética, real y seria:   
 
 El incumplimiento del deber jurídico que se le plantea al objetor en su interior 
debe estar basada en criterios de conciencia religiosa o ideológica que obliga a un sujeto 
a actuar contra un deber jurídico. No es una esfera egoísta o caprichosa, sino basada en 
una auténtica convicción moral que le impulsa a tomar la decisión de incumplir esa 
obligación jurídica que le impone el legislador.  
 
b) Presencia de un “deber jurídico válido”: 
 Esta precisión resulta vital a efectos de la correcta determinación del ámbito de 
aplicación ya que si el deber jurídico planteado resulta ser inconstitucional o ilegal, no 
podrá alegarse nunca la objeción de conciencia, sino directamente anular o impugnar las 
normas. Es decir, ante una norma inválida, no cabe apelar a la objeción de conciencia, 
debe procederse a la anulación de la misma.  
 
c) El carácter de no violento: 
 Es la nota característica que lo separa de otras formas de objeción consistente en 
la abstención de realizar cualquier tipo de lesión o daño en personas o cosas. Siendo por 
el contario, en palabras de MALEM, la calificación de acto violento “cualquier acción 
que con independencia de sus propiedades específicas, impida al sujeto pasivo el 
ejercicio de su voluntad”. Por ello las reglas que operarían como límites de la violencia 
serían la ausencia de arbitrariedad, que no lesione la integridad de las personas ni 
impida el ejercicio de sus derechos básicos y el deber de utilizar la violencia en el grado 
mínimo necesario para el propósito de la acción, siempre y cuando no exista otra vía13.  
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
Profesor titular de Derecho Civil. Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla. pag 3.	  
13 GASCÓN ABELLÁN, M.: “Obediencia al Derecho y objeción de conciencia”, Centro de estudios 
constitucionales, Madrid, 1990. pgs 48-52. 
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 1.4 Limites  
 Como se intenta demostrar en estas páginas, el derecho a la objeción de 
conciencia es una figura no reconocida expresamente en la legislación con carácter 
general porque esto pondría en peligro el equilibrio de los intereses, es decir, el Estado y 
los poderes públicos están obligados a procurar una adaptación razonable entre los 
deberes de conciencia de los ciudadanos y la salvaguarda de los intereses públicos 
predominantes. Sin embargo, su no reconocimiento no implica que no pueda acogerse 
en otras manifestaciones de derecho.  
Atendiendo al derecho fundamental de la libertad de conciencia que constituye el 
artículo 16 de la Constitución14 y siendo ésta una norma directamente aplicable, 
podemos deducir que la objeción de conciencia queda amparada  y a la vez limitada en 
este precepto.  
 Por un lado, tener un resguardo legislativo a través de esta vía sería un cambio 
muy radical para los jueces españoles puesto que, como veremos más adelante, están 
impregnados de un gran positivismo y, por otro lado, en perspectiva de NAVARRO-
VALLS y MARTÍNEZ-TORRÓN, los jueces no pueden sustituir en esta materia al 
legislador, que también tiene unos límites: 
1. El legislador solo puede regular determinados supuestos de objeción de 
conciencia que han adquirido una cierta difusión social. Por ello, primero deberán 
pasar por los tribunales y ser analizados caso por caso las distintas modalidades de 
esta figura hasta conseguir un cierto grado de conocimiento generalizado por la 
sociedad. 
2. Como consecuencia del anterior, el legislador siempre tiende a llegar tarde a la 
regulación de los casos dejando a los jueces la tarea de resolver el conflicto hasta 
que el legislador encuentra su lugar en la legislación.  
3. A pesar de que, finalmente se consiga que un tipo de objeción haya sido regulado 
en la ley, debe continuarse con un análisis de carácter individual en cada tipo de 
objeción, es decir, no pueden preverse todas sus manifestaciones15. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
14 Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más 
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido 
por la ley. 2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.  
15 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Conflictos entre conciencia y ley: las objeciones de 
conciencia. 2º ed. rev. y amp. Madrid: Iustel, 2012. p 79. 
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 Si continuamos con el análisis de los límites de la objeción de conciencia desde 
una perspectiva más internacional, podemos encontrar: 
• El art. 3.1 de la Ley Orgánica de Libertad religiosa de 198016: que encuentra 
el límite del ejercicio de este derecho en el orden público  
• El art 9.2 del Convenio Europeo de Derechos Humanos17: que limita y 
restringe el derecho a aquellas disposiciones de carácter legal que son 
necesarias para mantener una sociedad democrática.  
• El art. 10.2 en la Carta de derechos Fundamentales de la UE18: que de 
nuevo, deja a cargo de la legislación nacional de cada país el derecho a 
reconocer en mayor o menor medida este derecho19.  
 
 En este ámbito existe una gran diversidad de posturas que no son sino el reflejo de 
una pluralidad de tendencias que existen. Es difícil que alguna de ellas se llegue a 
imponer claramente puesto que es un conflicto sometido a evolución y discusión 
constante no solo en términos jurídicos sino también en el aspecto político y social. No 
obstante, creo que podría apreciarse una cierta predisposición al reconocimiento de la 
objeción de conciencia como parte de un derecho fundamental al que todavía le queda 
un gran recorrido.  
1.5 Marco legal:  
  1.5.1 Evolución jurisprudencial del TC 
La Constitución exige un requerimiento a la obediencia como regla general, pero 
no por ello puede aceptarse una adhesión moral incondicional, prueba de ello es el 
Titulo X de la Constitución presenta su prueba más palpable, no sólo de que es posible 
el disentimiento, sino además de que existen cauces para que ese disentimiento termine 
imponiéndose. En España, la objeción de conciencia está amparada en el derecho 
fundamental de libertad ideológica y religiosa del artículo 16.1 de la Constitución, 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
16 El ejercicio de los derechos dimanantes de la libertad religiosa y de culto tiene como único límite la 
protección del derecho de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos fundamentales, así 
como la salvaguardia de la seguridad, de la salud y de la moralidad pública, elementos constitutivos del 
orden público protegido por la Ley en el ámbito de una sociedad democrática.  
17 Sólo son legítimas aquellas restricciones de la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión que, 
estando previstas por la ley, pueden considerarse medidas necesarias en una sociedad democrática.  
18 Que garantiza el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes nacionales que regulen su 
ejercicio.  
19 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Op. Cit. pag 45-46. 
	  10 
aunque solo fuese identificada específicamente la objeción de conciencia a la prestación 
del servicio militar (art. 30.2 CE que, por cierto, queda vacío de contenido por la 
suspensión del Servicio Militar a partir de 2002.), por lo que la ampliación de supuestos 
ha venido de la mano de la jurisprudencia y, más recientemente, en la incursión en 
algunas regulaciones profesionales como el ámbito sanitario 20  respecto de la 
interrupción legal del embarazo21. Pero esto no siempre ha quedado claro para muchos 
españoles ni para los Magistrados de nuestro TC que se vieron en la obligación de 
analizar doctrinalmente, con los conflictos de su tiempo, la ya acuciante necesidad de 
“meter en vereda” la llamada objeción de conciencia. Por ello, pasaremos a analizar las 
distintas etapas que el TC ha realizado como intérprete supremo de la Constitución:  
1º ETAPA: En la que el TC se pronunció en STC de 15/1982, de 23 de abril 
donde se resolvió por primera vez la objeción de conciencia al servicio militar 
alegada por motivos éticos y de conciencia. La sentencia declara como punto de 
partida que existe una conexión entre la libertad de conciencia y la objeción de 
conciencia, señalando además que “puesto que la libertad de conciencia es una 
concreción de la libertad ideológica que nuestra Constitución reconoce en su 
artículo 16, puede afirmarse que la objeción de conciencia es un derecho 
reconocido explícita e implícitamente en la ordenación constitucional 
española, sin que contra la argumentación expuesta tenga valor alguno el hecho 
de que el artículo 30.2 emplee la expresión “la ley regulará”, la cual no significa 
otra cosa que la necesidad de la “interpositio legislatoris” no para reconocer, 
sino como las propias palabras indican, para “regular” el derecho en términos 
que permitan su plena aplicabilidad y eficacia”. 
Del texto de la sentencia se deduce claramente que considera la objeción de 
conciencia como un derecho fundamental, reconociendo, por un lado, el derecho 
a la objeción al servicio militar y, por otro lado, como un derecho que puede 
ejercerse en su contenido esencial, incluso antes del desarrollo legislativo, por 
cualquier ciudadano que lo alegara. Por tanto, es un derecho inmediatamente 
aplicable en un contenido mínimo, pero para su pleno ejercicio precisa de una 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
20 art. 19.2 Ley Orgánica 2/2010 de 3 de marzo (BOE núm. 55) 
21 GASCÓN ABELLÁN, Marina: “Obediencia al Derecho y objeción de conciencia”, Centro de estudios 
constitucionales, Madrid, 1990. pág 43. 
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declaración en cada caso, lo que exige la regulación legal en un procedimiento 
para ello22. 
2º ETAPA: con la STC 53/1985, de 11 de abril, el TC sentó doctrina a raíz de un 
recurso interpuesto contra la reforma de la “Ley del Aborto” y que reconocía que 
los médicos y el personal asistente no podían ser obligados a practicar 
interrupciones de embarazo, por lo que les otorgaban el derecho a la objeción de 
conciencia, (incluso en casos discutibles, como para salvar la vida de la madre). 
 “Por lo que se refiere al derecho a la objeción de conciencia,… existe y 
puede ser ejercido con independencia de que se haya dictado o no tal regulación. 
La objeción forma parte del contenido del derecho fundamental a la libertad 
ideológica y religiosa reconocido en el art. 16”. 
Además, “establece un marco genérico dentro del cual podría ejercitarse en toda 
su extensión la mencionada objeción, haciendo innecesaria su concreta 
regulación, tal apreciación desconocería que la posible casuística en tal materia 
es de tal complejidad y variedad que exige una cierta normativa que marque a la 
jurisprudencia los cauces mínimos de modalidades del ejercicio del derecho 
ejercido” en esta etapa el TC reconoció el derecho de objeción de conciencia al 
aborto en términos de tal amplitud que en sentencias posteriores el mismo 
Tribunal se ha visto obligado a precisar el referido concepto23.  
Es cierto que, en esta etapa el aborto constituía un ilícito con posibilidad de 
exención en circunstancias concretas, por lo que sería contradictorio que el 
estado impusiera el deber de participar en un hecho en principio delictivo.  
3º ETAPA: En la STC 160/1987 se encargó de resolver cuestiones de 
inconstitucionalidad; primero por una supuesta inconstitucionalidad de la ley 
reguladora de objeción de conciencia y de la prestación social sustitutoria24, 
planteando que pudiera contradecir el art 81.1 de la CE25 por no tener ésta el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
22 OLIVA BLÁZQUEZ, F.: “La objeción de conciencia, ¿Un derecho constitucional?. Artículo del 
Profesor titular de Derecho Civil. Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla. pags. 7-8. 
23 Objeción de conciencia en el derecho español e italiano. Universidad de Murcia. Secretariado de 
publicaciones, ed. II Título. pag 105 nota al pie.  
24 Ley 48/1984 de 26 de diciembre. (BOE núm. 311, DEROGADA). 
25 “Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades 
públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás 
previstas en la Constitución”. 
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carácter de orgánica a la hora de regular derechos y libertades fundamentales, 
cosa que rechaza la sentencia alegando que, pese a que libertad ideológica y 
objeción de conciencia están conectados, lo cierto es que éste último lo califica 
como un derecho autónomo y de naturaleza excepcional, pues supone una 
excepción al cumplimiento del deber general. Segundo, alega la 
inconstitucionalidad del art. 1.3 de la citada ley acusando que podría vulnerar la 
libertad ideológica del art 16 de la CE, a lo que el TC vuelve a afirmar que la 
objeción de conciencia no es una forma pura y simple de la aplicación de la 
libertad ideológica. Afirmando por último que, la objeción de conciencia no 
puede estar reconocida en nuestro Derecho porque ello significaría la negación 
misma de la idea de Estado, lo único que puede ocurrir es la admisión 
excepcional respecto a un deber concreto.26 Como conclusión, podemos deducir 
que el TC ha ido cercando su propia doctrina calificando la objeción como un 
derecho constitucional autónomo pero no fundamental, el TC ha querido mostrar 
cautela ante una posible explosión de las objeciones de conciencia relegando este 
derecho a uno de naturaleza excepcional, cuya alegación se podría hacer 
únicamente por vía del art 30.2 y nunca por el 16 CE.  
4º ETAPA: En el auto del TC 71/1993 que analiza el derecho a la objeción de 
conciencia en el ámbito fiscal. Considerando improcedentes unas deducciones, 
en unos gastos de armamento, practicadas y amparadas por su autor en la 
objeción de conciencia en el art 16 CE. De nuevo el TC niega que la vía para 
alegar esta objeción sea el mencionado artículo de la CE, puesto que no autoriza 
ni permite que sea aceptado por su mera alegación para pretender que con base 
en este derecho, se pueda reconocer una excepción al cumplimiento del deber 
general de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos27.  
1.6 Evolución de otras formas de objeción de conciencia:  
Dentro de este apartado no solo se quiere subrayar lo variado y lo imprevisible de 
las conductas subsumibles en esta categoría conceptual, sino también la propia 
metamorfosis que sufre el propio concepto de conciencia dentro del ordenamiento 
jurídico.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
26 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Conflictos entre conciencia y ley: las objeciones de 
conciencia. 2º ed. rev. y amp. Madrid: Iustel, 2012. p 64. 
27 OLIVA BLÁZQUEZ, F.: “La objeción de conciencia, ¿Un derecho constitucional?. Artículo del 
Profesor titular de Derecho Civil. Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla. pag9. 
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• Objeción de conciencia al servicio militar (artículo 30.2 CE) 
• Objeción de conciencia a tratamientos médicos como el artículo 19.2 de la Ley 
Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la 
interrupción voluntaria del embarazo, que establece que “los profesionales 
sanitarios directamente implicados en la interrupción voluntaria del embarazo 
tendrán el derecho de ejercer la objeción de conciencia sin que el acceso a la 
calidad asistencial de la prestación puedan resultar menoscabadas por el 
ejercicio de la objeción de conciencia”. Otras leyes autonómicas que contemplan 
el derecho a la objeción de conciencia de los farmacéuticos, aunque no regulan 
su ejercicio: Ley 8/1998, de 16 de junio, de Farmacia, de La rioja (art. 5.10) o la 
ley 5/2005, de 27 de junio, de Farmacia, de Castilla-La Mancha (artículo 17)28.  
• Objeción de conciencia en el ámbito educativo con el artículo 27.3 de la CE; el 
derecho de los padres a educar a sus hijos conforme a sus propias 
convicciones29. 
• Objeción de conciencia en las relaciones laborales por el conflicto entre el 
artículo 2.1 de la LOLR reconoce el derecho de toda persona a practicar los 
actos de culto y por otra parte el artículo 37.1 del ET asevera que el descanso 
mínimo semanal de día y medio ininterrumpido, incluyendo al domingo en 
dicho descanso30. 
2. El desahucio  
 2.1 Situación de España  
El artículo 47 de la Carta de Derechos Fundamentales que establece que:  
“Toda persona cuyos derechos y libertades garantizados por el Derecho de la 
Unión hayan sido violados, tiene derecho a la tutela judicial efectiva, respetando las 
condiciones establecidas en el presente artículo”. 
 La actual situación del mercado de la vivienda española es consecuencia de un 
problema que comenzó hace varias décadas. Con la política de vivienda franquista, en el 
marco de un todavía creciente sector industrial, la vivienda de protección oficial se 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
28 OLIVA BLÁZQUEZ, F.: op cit. pag 10. 
29 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Conflictos entre conciencia y ley: las objeciones 
de conciencia. 2º ed. rev. y amp. Madrid: Iustel, 2012. p 235 y SS. 
30 NAVARRO-VALLS R. MARTÍNEZ-TORRÓN J.: Op. cit . p 419 y SS. 
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convierte en un negocio, en un claro ejemplo de la desviación de fondos públicos hacia 
empresas privadas. En resumidas cuentas, por vivienda subvencionada se regulaban 
unas ayudas de 30.000 ptas (180€) al promotor -siempre de carácter privado- a quien no 
se le exigía ninguna condición y construía en el mismo terreno el mayor número de 
residencias sin importar calidad o tamaño, llegando así a construir más de 700.000 
viviendas bajo esta modalidad entre 1958-1966.   
 Esto ha sido así porque el régimen franquista ha tenido un gran interés por 
convertir a la población española en propietarios, incentivando la compra para convertir 
al obrero en propietario y así reducir el tono reivindicativo de este sector de la 
población.  
 Sin embargo, este tipo de vivienda ha tenido un mal uso; donde en un primer 
momento, solo pueden acceder a ella unos determinados usuarios pero al pasar el 
tiempo se descalifica y se convierte en vivienda libre y privada, y si este propietario 
procede a una venta posterior, la ganancia queda en él y no en el conjunto de la 
ciudadanía.  
Además, el único instrumento utilizado por el Estado para proveer la vivienda ha 
sido la deducción en el impuesto de la vivienda por compra de vivienda habitual, otra 
muestra más que evidente del Estado por empujar al español a la compra de vivienda y 
no hacia otras opciones que o bien son débiles o bien no existen siendo así que, en 2014 
el 65,6% de las ayudas estatales se destinaron a subsidiar la compra generando un 85% 
de hogares en propiedad quedando, por el contrario, una ínfima vivienda en alquiler 
social que ronda el 1%.  La propia Relatora Especial de la ONU en su informe sobre 
vivienda subrayaba: ¨Las políticas de vivienda se han limitado cada vez más a los 
sistemas de financiación de la vivienda...La financiación de la vivienda también se ha 
convertido en un pilar central de los mercados financieros mundiales... Se ha producido 
un cambio del papel del Estado, que ha pasado de ser proveedor de viviendas asequibles 
a facilitador de los mercados inmobiliarios y financieros. Esta orientación hacia los 
aspectos financieros ha hecho que se conciba la vivienda como un activo (distribuido 
solo por las fuerzas del mercado), y no como un producto básico.  
 Más adelante, en 1998, se aprobó la “Ley de Suelo”31 que optaba por privatizar el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
31 Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen de suelo y valoraciones. (BOE núm. 89, de 14 de abril de 
1998).  
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mercado del suelo, rentabilizar el beneficio de los empresarios permitiendo bajar los 
precios y así facilitar a los españoles el acceso a la vivienda, pero esto no dio los 
resultados previstos ya que el precio del suelo se encareció de forma exorbitante, así 
como el precio final de la vivienda llegando a 2.515€/m2 en 200532. Paralelamente a 
esta ley, con la Reforma Laboral en marcha y pese a que el precio de la vivienda estaba 
“por las nubes”, los sueldos se habían quedado congelados.  
 Por todo ello, estas viviendas se han convertido en una de las herencias más 
lamentables de la política porque a día de hoy tienen una muy difícil reutilización, 
quedando acreditado además que, para proceder a esta compra de vivienda, la 
generalidad de los españoles se haya visto abocado a la necesidad de contratar con las 
entidades de crédito un contrato de hipoteca a unos plazos más que largos en el tiempo y 
con un incremento en su valor en términos de porcentaje del PIB como consecuencia del 
boom-inmobiliario en el que se encontraba España.  
 Posterior a este periodo expansivo del país en 2008, las deudas contraídas por las 
cajas y otras entidades financieras junto con la crisis crediticia de EEUU que se 
extendió rápidamente a España provocó que los bancos dejaran de prestar dinero, los 
inversores dejaron de comprar deuda y el efecto dominó afectó a economía haciendo 
que la gran mayoría empresarios que despidieron de forma masiva a sus trabajadores. 
Por tanto, la pérdida de ingresos y el desempleo de los hogares españoles fue 
determinante en los principales casos de impago y posteriores inicios de ejecuciones 
hipotecarias. Por tanto, en España se han dado comportamientos donde la industria 
hipotecaria contribuyó a elevar el riesgo otorgando “hipotecas de riesgo” generando un 
impacto regresivo en la distribución de la riqueza, agudizando aún más la vulnerabilidad 
de ciertos colectivos. 
 Todavía en la actual crisis en la que nos encontramos, donde muchas familias 
afrontan serias dificultades para el pago de su hipoteca, el crecimiento de las 
ejecuciones hipotecarias y los desahucios no ha hecho más que incrementarse,33 
pasando a ser analizados a continuación.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
32 Datos extraídos de la Sociedad de Tasación, sitio web:  
    http://www.st-tasacion.es/ext/mercado_inmobiliario_precio_vivienda_obra_nueva/menu6.php 
33 ETXEZARRETA AITZIBER / CANO FUENTES GALA / HOEKSTRA JORIS / DOL KEES: 
“Análisis multiescalar de la burbuja inmobiliaria y los desahucios: la comunidad autónoma de Euskadi en 
el contexto estatal y europeo”. Revista de estudios regionales nº 98, I.S.S.N.: 0213-7585, 2013, pags. 51-
76 
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2.2. Más datos. Estadísticas34:  
 A título meramente informativo, las estadísticas proporcionadas por la plataforma 
del CGPJ del último trimestre de 2014, donde se analiza la evolución de las ejecuciones 
y, en general, de los problemas económicos de familias y empresas, arrojan que:  
• Ha habido un incremento interanual del 7’3% en el número de lanzamientos hasta 
alcanzar los 13.341, incluyendo todos los tipos de inmuebles y no sólo las 
viviendas. 
• Un 40% de esos lanzamientos se derivó de ejecuciones hipotecarias. 
o Los derivados de ejecuciones hipotecarias aumentaron un 22%. 
o Los regulados por la LAU, disminuyeron un 4%. 
• Cataluña sigue a la cabeza de los lanzamientos, con el 22% de todos los 
lanzamientos, le siguen la Comunidad Valenciana, Andalucía y Madrid. 
• Sin embargo, ha disminuido el número de ejecuciones hipotecarias iniciadas, que 
fue de 16.767, lo que supone un 1’4% menos que al año anterior. Ahora bien, 
algunas comunidades han registrado grandes aumentos:  
-­‐‑ Extremadura, con un 47%   
-­‐‑ Las Islas Baleares, con un 45%  
-­‐‑ Aragón, con un 30%.35 
 
2.3. Iniciativas institucionales: 
-­‐‑ En relación con los desahucios ha habido dos intervenciones legislativas con el fin 
de agilizar y flexibilizar el mercado de la vivienda en alquiler facilitando el 
desahucio de aquellos inquilinos con impagos a través de las Leyes 19/200936 y 
37/201137. 
-­‐‑ Posteriormente, la aprobación de un Real Decreto-Ley38 establecía un código de 
buenas prácticas para las entidades bancarias, donde determinados deudores que 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
34 http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Estadistica-Judicial/Informes-estadisticos-periodicos/Datos-
sobre-el-efecto-de-la-crisis-en-los-organos-judiciales---Datos-desde-2007-hasta-cuarto-trimestre-de-2014 
35 MONT CASTRO, LAURA: “Suben los desahucios pero bajan los concursos y las demandas por 
despidos”. El diario jurídico. 12 diciembre, 2014. Enlace: http://www.diariojuridico.com/suben-los-
desahucios-pero-bajan-los-concursos-y-las-demandas-por-despido/ 
36 Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilización procesal del alquiler y de la 
eficiencia energética de los edificios. (BOE núm. 283, de 24 de noviembre de 2009).  
37 Ley 37/2011, de 10 de octubre, de medidas de agilización procesal (BOE núm. 245, de 11 de octubre de 
2011).  
38 Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de Medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios 
sin recursos, (BOE núm. 62 de 10 de marzo). 
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cumplían unos requisitos exigidos sobre el umbral de la exclusión podían 
beneficiarse de un plan de reestructuración de la deuda. Las medidas propuestas 
son, entre otras, la reducción de tipo de interés y ampliación de plazo, diversas 
opciones de quita de la deuda, y la dación en pago. Sin embargo, por su falta de 
carácter coercitivo no es muy usado en la práctica. 
 
-­‐‑ En 2012, con la creación por parte del gobierno y la oposición de una Comisión 
para analizar medidas dirigidas a atenuar el impacto de los desahucios y tuvo 
como resultado el Real Decreto-Ley 27/201239. Su objeto fundamental consiste 
en la suspensión inmediata y por un plazo de dos años de los desahucios de las 
familias que se encuentren en una situación de especial riesgo de exclusión. Esta 
medida, paraliza los desahucios con carácter temporal; por plazo de dos años, y 
excepcional; en el caso de las personas y familias que cumplan una serie de 
requisitos bajo mi punto de vista, desproporcionados y que no encajan con la 
realidad de las familias españolas40.  
3. Aspectos procesales, distinción: “el desahucio express” 
 
La Ley de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de 
viviendas41 ha venido a simplificar el proceso de desahucio con la reducción de los 
plazos. Con todo ello, el propósito inicial era agilizar que las viviendas vacías se 
introduzcan en el mercado de alquiler y aumente la oferta. Sin embargo, han sido 
muchas las voces que se han opuesto a esta reforma del sistema arrendatario ya que la 
situación económica actual de España está provocando que muchos arrendatarios se 
vean desahuciados de forma inmediata provocando con ello situaciones dramáticas. 
En líneas generales, el término “desahucio express” implica que el dueño del inmueble 
estará habilitado para entablar demanda de desahucio para el caso de que los inquilinos 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
39 Real Decreto-Ley 27/2012, de 16 de noviembre, de Medidas urgentes para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios. (BOE núm. 276 de 19 de noviembre de 2012).  
40 ETXEZARRETA AITZIBER / CANO FUENTES GALA / HOEKSTRA JORIS / DOL KEES: 
“Análisis multiescalar de la burbuja inmobiliaria y los desahucios: la comunidad autónoma de Euskadi en 
el contexto estatal y europeo”. Revista de estudios regionales nº 98, I.S.S.N.: 0213-7585 (2013), pags 17-
18. 
41 Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de 
viviendas. (BOE  núm. 134 de 5 de junio de 2013).  
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no paguen la cuota de alquiler durante un mes. Junto a la demanda se incluirá un 
requerimiento cuyo contenido es: 
• Desalojar el inmueble; pagar lo adeudado o enervar la acción. 
• Fecha para la vista donde el demandado podrá presentar oposición a la demanda 
• Fecha para el lanzamiento incluyendo día y hora para que, en caso de sentencia 
condenatoria, el lanzamiento se podrá realizar sin necesidad de una posterior 
notificación 
• Indicación al demandado de que, en caso de que no comparezca a la vista, el 
lanzamiento se llevará a cabo sin más trámites. 
Junto con su demanda, el propietario podrá incluir un compromiso de perdonar la 
deuda o parte de la misma a cambio de un desalojo voluntario de la propiedad. Tras el 
transcurso de un mes y una vez constatado el impago, el inquilino tiene el plazo de 10 
días hábiles (art 440.3 LEC) para abonar la cantidad adeudada (enervar la acción) o 
abandonar el domicilio, puesto que si no lo hace, el siguiente paso implica que el 
Secretario Judicial tramite el procedimiento bajo la modalidad de un proceso monitorio 
y directamente dicte orden de desahucio, además a raíz del art. 703 de la LEC solo será 
necesaria la presencia de un único funcionario que, además, podrá solicitar la ayuda de 
la fuerza pública en caso de que sea necesaria. Ante este dictamen, cabe interponer 
recurso en el plazo de 20 días.  
-­‐‑ Si el inquilino recurre, el procedimiento se puede dilatar un poco con la 
celebración de un juicio verbal que implica que se somete al juez la decisión 
final.  
-­‐‑ Si el inquilino no recurre, el propietario de la vivienda puede proceder a aplicar 





	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
42 ASENCIO MELLADO, José Mª: “Derecho procesal civil”. Tirant lo Blanch, Valencia, 2012. Págs 
407-412. 
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4. El papel de los empleados públicos en el desahucio:   
	  
Pese a que el artículo 103 CE manda que la Administración Pública sirva con 
objetividad a los intereses generales con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho; el 
derecho a la vivienda se ha visto confrontado con la propia conciencia y el sentido 
común de cada uno.  Lo que ha sido considerado por la mayoría como un abuso de las 
leyes, ha ocasionado que la mayor parte de los empleados públicos hayan entendido 
más eficaz proponer un posicionamiento unitario para paliar las situaciones injustas de 
una legislación que no se adapta a la grave situación de crisis está provocando. Ello, 
puede generar colisiones con la realidad laboral y con sus regímenes disciplinarios, por 
lo que cada iniciativa necesita de una seria reflexión, para no ocasionar problemas de 
carácter sancionador ni que atenten contra derechos legítimos de terceros. Acudir a una 
posición de insumisión, si bien podría considerarse acertada en un primer momento, 
puede encontrarse con limitaciones legales, por lo que además de abrir el debate sobre 
la utilización de los funcionarios públicos, se deben explorar los resquicios legales que 
pudieran dar cobertura a la decisión de no ser parte activa en actuaciones consideradas 
de manera objetiva, personal y socialmente injustas.  
 
A continuación pasaremos a analizar la conducta de estos entes en éste ámbito, desde 
que los Jueces y Tribunales toman la decisión final, hasta la actuación de estos 
funcionarios de Justicia: 
4.1. Jueces43:  
Con la Sentencia del TJUE de 14 de marzo de 2013 , se ha evidenciado un 
cambio de actitud en los jueces en relación con las ejecuciones hipotecarias que antes no 
se apreciaba en más que alguna decisión judicial aislada. Con la apreciación por parte 
del TJUE de la doctrina del abuso del Derecho, se ha ido extendiendo por los jueces 
españoles su uso de modo excepcional, de manera que para que opere, en palabras de 
ATIENZA, “deberían sobrepasarse los límites normales del ejercicio de un derecho”. Al 
ser éste requisito de aplicación subjetiva y excepcional, no se ha sacado todo el partido 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
43 ATIENZA RODRIGUEZ, Manuel: “Los desahucios, los jueces y la idea de Derecho”. El Cronista del 
Estado social y democrático de derecho, 2013 nº 37.  
Disponible en: <http://www.elcronista.es/sumario_numero_37.asp>.	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para paliar estas situaciones. Ello es debido al comportamiento excesivamente 
formalista de los jueces españoles, quienes dan primacía a “una interpretación literal de 
las normas” frente a una más teleológica o valorativa. De esta manera se escudan en la 
norma para desentenderse de situaciones en las que la aplicación del derecho 
estrictamente lleva a consecuencias manifiestamente injustas. 
De esta manera se encuentran planteados los dos extremos; por un lado, el 
formalismo judicial, por el otro, activismo judicial al interpretar excesivamente el 
Derecho. Sin embargo, ninguno de los dos estaría yendo en contra de éste, salvo 
interpretaciones extremas del formalismo. Su justificación se encuentra en que, aunque 
en un principio se pretenda dar seguridad jurídica y no incentivar la morosidad de los 
deudores, la crisis es una circunstancia sobrevenida y que no pudo ser prevista en el 
momento de dictarse la ley, por tanto, esta nueva situación podría obligar a los jueces a 
efectuar ciertas excepciones en esas reglas para restablecer el equilibro. 
4.2. Bomberos: 
El funcionario/a, para objetar su participación en un lanzamiento debería alegar 
motivos éticos razonables, pero también válidos jurídicamente, que pueden encontrar 
amparo en el artículo 15 CE sobre el derecho a la integridad moral, pensando en que su 
determinación acabará siendo valorada ante un juez. Sin embargo, podría ser 
expedientado y sancionado, dependiendo de las circunstancias de la negativa, por 
alguna de las faltas disciplinarias muy graves. Además, cabría la posibilidad de ser 
sancionado penalmente por desobediencia o denegación de auxilio a la Justicia, delito 
de abandono de servicio, de insubordinación o delito contra el orden público.  
Tal es el caso de el bombero Roberto Rivas quien al negarse a colaborar con la 
comisión judicial en el desahucio de una anciana, fue condenado al pago de una multa 
por “infracción administrativa” de 600€ por alteración del orden público al levantar una 
pancarta con el logotipo de “Stopdesahucios” y por “provocación de reacciones en el 
público que alteran o pueden alterar la seguridad ciudadana” por considerar que al hacer 
uso de su derecho de expresión produjo un riesgo para las personas.  
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En su recurso, Rivas alegó “indefensión” y una vulneración de sus derechos 
fundamentales por parte de la Subdelegación del Gobierno, ya que sostiene que se ha 
dado una irregularidad en el procedimiento sancionador, al llevar a cabo la Policía un 
cambio posterior en los despachos del texto de los atestados para variar el original de la 
denuncia de aquel día. Sin embargo, la jueza rechaza la “indefensión”, alegando que “el 
demandante confunde o pretende confundir la denuncia con el atestado” y que, para 
ella, “naturalmente que tienen y deben aparecer diferencias entre ambos”44. 
 
4.3. Policías: 
Policía Local y Autonómica asume con profesionalidad que una de sus funciones 
es auxiliar a la Autoridad Judicial, si bien también todas ellas son personas con sus 
limitaciones y ciudadanos con su propia conciencia. Este cuerpo también podría ser 
expedientado y sancionado dependiendo de las circunstancias en la negativa a participar 
en un desahucio por las mismas causas que los bomberos, pudiendo suceder que el 
policía “objetor” sea sancionado penalmente por un delito contra el orden público – 
concretamente, sedición – tipificado en los artículos 544 al 549 del Código Penal. 
Según el artículo 28 de la Ley 30/1992, del LRJAP-PAC, las autoridades y el 
personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las 
circunstancias como el interés personal y directo en el asunto o relación de servicio de 
cualquier tipo45  se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su 




	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
44 http://postdigital.es/2014/11/11/condenado-alteracion-orden-publico-bombero-nego-colaborar-
desahucio-anciana-gallega-p12741/#sthash.wFDsLPvH.dpuf 
45 Las causas de abstención los funcionarios de justicia vienen detalladas en el art. 219 de la LOPJ y el 
procedimiento para formularla en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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5.Viabilidad de la objeción de conciencia 
La abstención tendría muy pocas posibilidades de prosperar si el interés personal en 
el caso concreto solo fuese indirecto, como por ejemplo, ampararse en la afiliación o 
militancia en un sindicato como el SUP o la PAH, contrario a los desalojos de personas 
y familias sin recursos. 
En el caso de que sus superiores no aceptasen los motivos de abstención, el policía 
no podrá desobedecer las órdenes recibidas, sin perjuicio de los recursos administrativos 
que pudiera ejercer. 
Tanto en el supuesto de objeción de conciencia como en el de abstención en el 
procedimiento, la decisión final dependerá de la solidez de los argumentos contrarios a 
la intervención en el desalojo en contraposición con la obligación del funcionario de 
policía de obedecer las órdenes legales y el principio básico que poseen de colaborar 
con la Administración de Justicia y auxiliarla en los términos establecidos en la Ley 
(art. 5.1.e de la LOFCS)46. 
Finalmente, considerar la objeción de conciencia del cuerpo ejecutor de 
resoluciones judiciales ante los desahucios como un derecho reconocido en el 
ordenamiento jurídico español y equivalente a otros reconocidos como el del personal 
sanitario ante determinadas prácticas e intervenciones es una cuestión que poco a poco 
va calando más en los altos Tribunales pero los cuales no se han pronunciado al 
respecto imponiendo doctrina a través de su jurisprudencia. Por tanto, la realidad es que 
hasta que no llegue ese momento, mismos casos serán resueltos de formas distintas en 
los diferentes tribunales españoles. Sin embargo, es una cuestión que plantea numerosas 
dudas en cuanto a la respuesta social que generaría tal reconocimiento que podría abrir 
las puertas a nuevas formas de plantear la objeción de conciencia en un “todo vale” 
haciendo tambalear la seguridad jurídica que el Estado social y de Derecho proporciona. 
De momento, la posible respuesta válida de los Tribunales ante las sanciones a 
bomberos y policías sería  una multa simbólica de carácter administrativo. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
46  JEREZ, Juan Carlos: “Policía y objeción de conciencia” Noviembre, 2012. Sitio web 
en:  http://derechodelaseguridad.com/policia-y-objecion-de-conciencia/. 
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Conclusiones 
I. Las acciones de desobediencia a leyes moralmente injustas tienen que ir 
encaminadas, por una parte, a evidenciar que está por encima lo moralmente 
legítimo que lo que contemple la ley y, por otra parte, a generar o mantener que 
ciertas acciones sean costumbre (si bien costumbre críticamente respaldada, esto es, 
que encuentre su apoyo en una razón moral válida)  para que, finalmente se consiga 
modificar la ley o se evite que sea aplicada.   
II. No debe existir un derecho general a la objeción de conciencia que permita a 
cualquier persona y bajo cualquier circunstancia, dejar de cumplir con un deber 
jurídico válido amparándose en su libertad de conciencia, pues equivaldría en la 
práctica a que la eficacia de las normas jurídicas dependieran de la conformidad de 
cada conciencia individual.   
III. Sin embargo, esto no quiere decir que no pueda existir como derecho porque no 
cabe duda de que la objeción de conciencia es en palabras del TC “un derecho 
constitucional autónomo, pero no fundamental” reconocido de forma tácita por la 
propia CE.  
IV. Puede ser conveniente regular el derecho a la objeción de conciencia en aquellos 
ámbitos o sectores en los que la realidad se imponga sobre ciertos deberes jurídicos 
que confrontan con la libertad de conciencia de las personas que se encuentran 
obligadas a cumplirlos. Exigiendo del legislador una cierta sensibilidad para, antes 
de aprobar determinadas leyes, identificar los potenciales conflictos que pueden 
provocar y evitando así, problemas futuros que devienen inevitables desde el primer 
momento de aplicar la norma.   
V. En el caso de una posible regulación de contenido, límites y forma de ejercicio del 
derecho a la objeción de conciencia en el ámbito de los policías y bomberos, 
debería abrirse previamente un serio debate, para garantizar la seguridad jurídica y 
certidumbre y evitar la discrecionalidad, las situaciones de abuso y asegurar el 
cumplimiento del resto de derecho amparados por la ley.  
VI. Por último, los Jueces y Tribunales pueden reconocer el derecho a la objeción de 
conciencia en aquellos supuestos excepcionales en los que aparezca de manera 
clara la existencia de un conflicto intolerable entre el deber jurídico y la libertad de 
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